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 TOCA 08/2023-1

EXP. 100/2021-1 Y ACUMULADO 366/2021-1

	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2023/SS-4.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/1 Y SU ACUMULADO **********/2021/1.

	ACTOR Y RECURRENTE: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, doce de julio de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-4, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el catorce de febrero de dos mil veintitrés por **********, en su carácter de apoderada legal de la persona moral actora **********, en contra de la resolución de once de enero de dos mil veintitrés, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo estatal número **********/2021/1 y su acumulado **********/2021/1; turnado a ésta Sala Superior el dieciséis siguiente, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el Considerando Primero de la presente resolución. 

[…]”

II.- Inconforme con la referida determinación, **********, en su carácter de apoderado legal de la persona moral actora **********interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el catorce de febrero de dos mil veintitrés, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el dieciséis siguiente; atendiendo a que por auto de quince del mismo mes y año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2021/1 y su acumulado **********/2021/1.

III.- Por acuerdo de veinte de febrero de dos mil veintitrés
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********, en su carácter de apoderado legal de la persona moral actora **********; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la autoridad demandada Servicios de Salud de San Luis Potosí, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de dos de marzo de dos mil veintitrés
 se recibió escrito de **********, en su carácter de Subdirectora de Asuntos Jurídicos de Servicios de Salud de San Luis Potosí, mediante el cual desahogó la vista otorgada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la parte actora; y en acuerdo de siete siguiente
, visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********, en su carácter de apoderado legal de la persona moral actora **********personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en el auto de admisión de demanda de tres de marzo de dos mil veintiuno
, al exhibir copia certificada de la escritura ciento setenta y tres mil trescientos setenta y cuatro, pasada ante la fe del Notario Público ciento cincuenta y uno con residencia en el Distrito Federal.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el párrafo primero del artículo 218, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora y recurrente el veintisiete de enero de dos mil veintitrés
, por lo que dicha notificación surtió efectos el treinta siguiente, de acuerdo con el artículo 43, último párrafo del mismo código procesal
, de manera que el plazo de interposición transcurrió del treinta y uno de enero al veintiuno de febrero de dos mil veintitrés; lapso en que no deben contarse el cuatro, cinco, once, doce, dieciocho y diecinueve de febrero del presente año, por ser inhábiles; así debido a que fueron sábados y domingos, así como el seis del mismo mes y año, por haberse suspendido las labores de este Tribunal, con motivo de la conmemoración del aniversario de la promulgación de la Constitución Mexicana; por lo que si el recurso de apelación se presentó el catorce de febrero de dos mil veintitrés, desde luego que se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, el recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del citado artículo 152; lo anterior es así, toda vez que el acto impugnado en el juicio contencioso administrativo **********/2021/1 y su acumulado **********/2021/1 lo constituye la resolución negativa ficta que se configuró ante la petición formulada en el escrito de veinticuatro de abril de dos mil veinte, por medio del cual la parte actora solicitó a la autoridad demandada el pago de **********por incumplimiento del contrato ********** y **********por incumplimiento del contrato **********
De modo que el asunto excede de la cantidad de mil quinientas UMA (Unidad de Medida de Actualización) al momento de la emisión de la sentencia recurrida, ya que si el valor de la UMA al once de enero de dos mil veintitrés era de $103.74
 (ciento tres pesos 74/100 m.n.), el cual elevado mil quinientas veces resulta en $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 M.N.); por lo tanto, el monto de la apelación encuadra en el supuesto de procedencia indicado.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes del juicio. Para una mejor comprensión de la Litis se narran los antecedentes que se desprenden de autos.
1. Mediante auto de tres de marzo de dos mil veintiuno
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********, en su carácter de apoderado legal de la persona moral actora **********, por el cual demandó a Servicios de Salud de San Luis Potosí, respecto del acto ya precisado en el considerando quinto de esta resolución; se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con copia de la misma y sus anexos a la Secretaría de Salud del Estado de San Luis Potosí y se tuvo a la actora por ofreciendo pruebas de su intención.

2. En auto de veintinueve de marzo de dos mil veintiuno
, la Sala de Origen tuvo a **********, en su carácter de Secretario de Salud del Estado de San Luis Potosí, por contestando la demanda y en virtud de que se impugnó una negativa ficta, con fundamento en el artículo 237, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora, el plazo de diez días hábiles, a fin de que ampliara su demanda. 

3. En proveído de veinte de abril de dos mil veintiuno
, con fundamento en el artículo 227 del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Primera Sala Unitaria ordenó regularizar el procedimiento, para el efecto de correr traslado con copia del escrito de demanda a Servicios de Salud de San Luis Potosí, toda vez que advirtió que el escrito respecto del cual recayó la negativa ficta impugnada, se encontraba dirigido a dicha autoridad.

4. El veinticuatro de mayo de dos mil veintiuno
, la Sala Resolutora tuvo a **********, en su carácter de Subdirector de Asuntos Jurídicos de los Servicios de Salud y en representación de los Servicios de Salud de San Luis Potosí y de su Director, por contestando la demanda y en virtud de que se señaló como acto impugnado una negativa ficta, con fundamento en el artículo 237, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora, el plazo de diez días hábiles, a fin de que ampliara su demanda. 

5. En auto de primero de julio de dos mil veintiuno
, se ordenó dar trámite al incidente de acumulación de autos del expediente **********/2021/1 al **********/2021/1, decretándose la interrupción de ambos procedimientos y una vez tramitado el incidente de mérito mediante resolución interlocutoria dictada el veintisiete de agosto del mismo año
, se declaró procedente el incidente de acumulación de autos, por lo que se continuó con la substanciación de ambos procedimientos en la etapa correspondiente.
6. Seguido el juicio en todas sus fases, el veintidós de noviembre del año próximo pasado
, se desahogó la audiencia de ley y se citó para resolver en definitiva; dictándose sentencia el once de enero de dos mil veintitrés
, en la que la Primera Sala Unitaria, decretó el sobreseimiento del juicio al determinar, de oficio, que carecía de competencia para conocer y resolver del asunto sometido a su potestad.

La anterior determinación, constituye la materia de impugnación.
OCTAVO.- Estudio. Son infundados los agravios emitidos por la parte apelante; por ende, ineficaces para revocar el fallo impugnado.
En la resolución de once de enero de dos mil veintitrés, dictada en el expediente **********1 y su acumulado **********1, la titular de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal administrativo, determinó sobreseer el mismo, al considerase incompetente para conocer de la controversia planteada; lo anterior, lo anterior atento a los siguientes razonamientos:

En primer término estableció, que la fracción XIII, del artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, establece la competencia de este Tribunal para conocer respecto a la resolución negativa ficta que se origine entre otros, por la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal, y que en el caso lo que se impugnó fue una negativa ficta por incumplimiento de los contratos **********por parte de Servicios de Salud de San Luis Potosí; sin embargo, estos se habían celebrado con cargo a recursos de carácter federal, de ahí que decidiera declararse incompetente para conocer del asunto génesis. 

Asimismo, la Sala Resolutora precisó que en el apartado de declaraciones de los contratos de referencia se estableció que el pago de erogaciones se realizaría con recursos del Ramo 33 a través del Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud, para el ejercicio entre otros, del dos mil diecinueve, el cual se encuentra previsto en el numeral 25 fracción II, de la Ley de Coordinación Fiscal, los cuales son recursos de naturaleza federal de acuerdo con la Jurisprudencia P./J. 8/2000, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el Registro digital: 192328, de rubro: “APORTACIONES FEDERALES. CARACTERÍSTICAS.” 

Además resaltó, que con independencia de que los contratos se celebraron con el Organismo Descentralizado de la Administración Pública Estatal denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí, lo que generaba la incompetencia era el carácter federal de los recursos, toda vez que no sería posible decretar la nulidad de la resolución negativa ficta con motivo del incumplimiento de los contratos **********; y por ende, la condena al pago derivado del adeudo que se pretende, ya que dicha pretensión debía ser atendida por los tribunales federales competentes.

Que lo anterior tenía sustento en el principio de continencia de la causa, el cual explicó que consiste en que todas las acciones o pretensiones vinculadas por la misma causa o que tengan el mismo origen procesal, deben ser resueltas de manera concentrada en un mismo juicio y, que el marco normativo que rige la competencia material de este Tribunal, no le confería atribución para resolver de manera íntegra sobre tal materia.
Adicionalmente, la A quo estableció que ha sido criterio reiterado del Alto Tribunal de la Nación que, las aportaciones federales, reguladas en el capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, se tratan de fondos de naturaleza netamente federal, que se rigen por disposiciones federales, y que corresponden a una partida que la Federación destina para coadyuvar al fortalecimiento de los Estados y Municipios en apoyo de actividades específicas, que a pesar de que los recursos provenientes de las aportaciones federales pasan a formar parte de las haciendas estatales y municipales, no están comprendidas dentro del régimen de libre administración, por lo que no pueden ser modificados por los Estados o los Municipios.

En apoyo a lo anterior, cito las jurisprudencias de datos y rubros siguientes: 

Registro digital: 159945, Instancia: Pleno, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 27/2012 (9a.), “APORTACIONES FEDERALES. EL ARTÍCULO 17, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL PARA EL ESTADO DE OAXACA, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LIBRE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA HACENDARIA FEDERAL (DECRETO NÚMERO 748, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE ESA ENTIDAD EL 29 DE DICIEMBRE DE 2008).”

Registro digital: 192327, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 9/2000 “HACIENDA MUNICIPAL. LAS PARTICIPACIONES Y APORTACIONES FEDERALES FORMAN PARTE DE AQUÉLLA, PERO SÓLO LAS PRIMERAS QUEDAN COMPRENDIDAS EN EL RÉGIMEN DE LIBRE ADMINISTRACIÓN HACENDARIA.” 

Registro digital: 188035, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 138/2001, “APORTACIONES FEDERALES TRANSFERIDAS AL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y SUS MUNICIPIOS. EL DECRETO NÚMERO 68, PUBLICADO EL TREINTA DE DICIEMBRE DE DOS MIL EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE ESA ENTIDAD, EN CUANTO ADICIONÓ EL CUARTO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 81 Y EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 10, AMBOS DE LA LEY PARA LA ADMINISTRACIÓN CORRESPONDIENTE, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LIBRE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.” 

Abundo dicho razonamiento, con las consideraciones expuestas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, al resolver el amparo directo **********/2021, donde se concluyó sustancialmente que las  aportaciones federales son fondos de naturaleza netamente federal, que a pesar de que ingresan a la hacienda municipal, no forman parte de su régimen de libre administración hacendada; por lo que, los municipios únicamente ejecutan la aplicación de dichos recursos en los rubros previamente determinados por las disposiciones federales, cuya regulación y fiscalización se encuentra prevista en normas federales.
Finalmente, la Sala de Origen determinó que dada la naturaleza federal de los recursos empleados para la ejecución de los contratos **********, los cuales se rigen por disposiciones federales, este Tribunal carecía de competencia para conocer del presente asunto, entonces se actualizaba la hipótesis de improcedencia prevista en el artículo 228, fracciones X, XI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y por ende, el sobreseimiento del juicio conforme al numeral 229, fracciones II y VIII, de la propia codificación en consulta.
Contra dicho fallo, la parte actora, ahora apelante, vierte los siguientes agravios:

a) Que no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia y sobreseimiento que se invocaron en la sentencia reclamada, por lo contrario, afirma el asunto encuadra con los supuestos de procedencia que establece el artículo 7. fracciones IX y XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dado que ese Órgano Jurisdiccional es competente para conocer de las resoluciones negativas fictas que se originen ante el incumplimiento de contratos públicos que, como en el caso, sean celebrados entre un particular y la Administración Pública Estatal, dentro de la cual se encuentra el Organismo Descentralizado demandado Servicios de Salud, sin que la hipótesis normativa de procedencia establezca mayores requisitos, ya que señala que la competencia se origina por disposición expresa del legislador.

En ese sentido refiere, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinaron que la competencia del juzgador es un elemento sustantivo que solo puede derivar de la Ley, que entonces, si el artículo 7, fracciones IX y XIII, de la citada Ley Orgánica establece expresamente la competencia del Tribunal para conocer de este tipo de asuntos, la A quo no puede realizar una interpretación contraria a la Ley, así como a los derechos fundamentales de acceso a la justicia, recurso efectivo y tutela judicial efectiva.
Asimismo, estima que resulta indebido que la Sala Resolutora determinara su incompetencia con base en criterios interpretativos, dada la naturaleza de carácter federal de los recursos empleados para la ejecución de los contratos; en virtud, de que señala que el citado numeral no restringe la competencia del Tribunal para conocer de asuntos en los que se demande el cumplimiento de contratos públicos celebrados con la Administración Pública Estatal, en cuyo financiamiento existan tanto recursos de naturaleza federal y estatal, lo cual refiere no acontece en el presente caso.
Que además, de los contratos **********, no se advierte que su cumplimiento dependa exclusivamente de “recursos de carácter federal”, sino que en la cláusula 1.5 se estableció que Servicios de Salud podría disponer de diversas fuentes de financiamiento tales como el Fondo de Aportación Servicios de Salud 2019, y aportaciones estatales, entre otros, por lo que se vulnera los principios de fundamentación y motivación que rigen los fallos jurisdiccionales y lo dispuesto por el artículo 249 del Código Adjetivo, en relación con los artículos 2° y 7° fracciones IX y XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
b) Refiere además, que los recursos que conforman el Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA), tienen el carácter de recursos estatales; es decir, que pierden su naturaleza federal al ser transferidos a las entidades federativas, pues señala que a éstas les corresponde la distribución, ejercicio, supervisión y control de su correcta aplicación, de conformidad con la exposición de motivos y artículos 5°, 21, 81 y 86 de la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí
, en concordancia con el numeral 2° fracción XI y 4° del Decreto Administrativo por el que se constituyen los Servicios de Salud de San Luis Potosí
, por lo que señala que los contratos cuyo cumplimiento se reclama fueron financiados por recursos estatales, los cuales son administrados y ejercidos por Servicios de Salud de San Luis Potosí.
c) Por otro lado, el apelante se duele de que la Sala Resolutora determinó que los recursos contenidos en el Fondo de Aportaciones para Servicios de Salud tienen carácter federal; y por ende, se rigen por disposiciones federales, sin tomar en consideración lo dispuesto por el artículo 1° fracción VI, de la Ley de Adquisidores, Arrendamientos y Servicios
, donde se establece que los fondos del Capítulo V, de la Ley de Coordinación Fiscal, no son sujetos de aplicación de dicha norma Federal y, lo establecido por el artículo 8° Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí
.

También aduce, que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la Contradicción de Tesis 23/2015 definió que si bien algunos recursos que utilicen las entidades federativas podrán regirse por la Ley Federal de la materia, también lo es que existe una excepción expresa respecto a los recursos que comprenden los fondos previstos en el capítulo V, de la Ley de Coordinación Fiscal, como lo es el denominado “FASSA”, los cuales se regirán bajo las leyes estatales y, por ende, se sujetaran a la competencia de los Tribunales Estatales, que inclusive el manejo y evaluación de la ejecución de la ejecución de tales recursos es exclusiva de las instancias técnicas de las Entidades Federativas.
Además, señala que si bien es cierto que en los contratos se contempló la posibilidad de utilizar recursos del Fondo de Aportaciones para Servicios de Salud, también lo es, que esa circunstancia no se encuentra acreditada, además de que insiste, dichos recursos son de naturaleza estatal, por lo que el legislador federal delimitó la competencia de los Tribunales Federales a ciertos recursos, dentro de los cuales no se encuentra dicho fondo.

d) Asimismo estima, que sostener la determinación de la A quo, es dejar a su representada en estado de indefensión, en atención a que se le obligaría a acudir a solicitar la aplicación de normas federales que expresamente señalan lo contrario, y entonces, el Tribunal Federal proceda a sobreseer el asunto, lo que le depararía una doble afectación grave y directa a sus derechos fundamentales de acceso a la justicia, seguridad jurídica, recurso efectivo y tutela judicial efectiva consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Que los artículos 8.1 y 25 de dicha Convención reconoce expresamente la competencia como un requisito para el ejercicio del derecho de acceso a la justicia y específicamente para acceder a un recurso judicial efectivo, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha sostenido que el ser juzgado por un juez competente es un principio básico del debido proceso, el cual solamente puede devenir del Poder Legislativo y, que si la ley no consagra el fuero y es establecido por el Ejecutivo o el Poder Judicial, se vería vulnerado el derecho a ser juzgado por un Tribunal competente.

Además, señala que es posible advertir que el numeral 3°, fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justica Administrativa, establece la competencia de dicho Órgano Federal para conocer de contratos públicos celebrados con la Administración Pública Federal, sin que comprenda contratos celebrados con una entidad estatal.
e) En otro aspecto, el recurrente menciona, que no debe soslayarse que en las clausulas décima segunda de los contratos **********, las partes pactaron la jurisdicción de los Tribunales del Estado de San Luis Potosí para la interpretación y cumplimiento de los mismos, por lo que dice, esto constituye ley suprema al ser un pacto de voluntades lo cual no puede desconocerse.
f) Finalmente, refiere que la Primera Sala Unitaria fue omisa en remitir el expediente al Tribunal Federal que estimó competente, lo cual dice, viola lo dispuesto por los artículos 1° y 182 del Código Procesal Administrativo del Estado, 166 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria en la materia, así como los derechos de accesos a la justicia, recurso efectivo y tutela judicial efectivo, al trasladarle la carga procesal para determinar qué autoridad es competente para conocer respecto de su pretensión, lo cual apoya en el criterio aislado de rubro: “ACCESO A LA JUSTICIA. SUPUESTO EN QUE LA CARGA PROCESAL DE PRESENTAR UNA DEMANDA ANTE AUTORIDAD COMPETENTE SE CONSTITUYE EN UN OBSTÁCULO QUE VACÍA DE CONTENIDO ESE DERECHO FUNDAMENTAL”.
Ahora bien, como se adelantó, esta Sala Superior estima que los agravios antes descritos resultan infundados, mismos que se analizan de manera conjunta
, en atención a la estrecha relación que guardan entre sí, los cuales están encaminados a demostrar que la naturaleza de los recursos empleados para el financiamiento de los contratos **********es estatal; por ende, compete conocer de su interpretación y cumplimiento al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
Como ya se dijo, por resolución de once de enero de dos mil veintitrés, dictada en el juicio **********/2021-1 y su acumulado **********/2021-1, la Primera Sala Unitaria, decretó el sobreseimiento del juicio al determinar que carecía de competencia para conocer y resolver del asunto dada la naturaleza federal de los recursos empleados para la ejecución de los mencionados contratos. 

En ese sentido, se tiene que de los contratos públicos **********
, los cuales fueron ofrecidos en copia certificada por el actor y que dieron origen a la demanda contenciosa administrativa, en los puntos “1.5” del apartado denominado “DECLARACIONES”, se advierte lo siguiente:

**********
“I.5 LAS FUENTES DE FINANCIAMIENTO PARA ESTE CONTRATO SON: “APORTACIÓN SOLIDARIA FEDERAL, APORTACION SOLIDARIA ESTATAL, FASSA GASTO CORRIENTE, ECONOMÍAS FASSA GASTO OPERACIÓN.” 
**********
 “I.5.- LA FUENTE DE FINANCIAMIENTO PARA ESTE CONTRATO ES: FASSA 2019, APOYO EXTRAORDINARIO ESTATAL, APORTACION SOLIDARIA ESTATAL, CUOTA SOCIAL Y APORTACIÓN SOLIDARIA FEDERAL 2019, OTROS INGRESOS Y GASTOS CATASTRÓFICOS, Y/O ECONOMÍAS (FASSA, APORTACION SOLIDARIA FEDERAL Y CUOTA SOCIAL, OPORTUNIDADES O GASTOS CATÁSTRÓFICOS Y LAS QUE ASÍ SE DESIGNEN POR “SSSLP”), PARTIDA 33901.”

Como se observa, en los citados contratos se precisó que los recursos para el financiamiento de éstos, provendrían entre otros, de APORTACIÓN SOLIDARIA FEDERAL “FASSA”,  es decir del Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud, sobre lo cual cabe aclarar, que no existió controversia en el juicio de origen.
Establecido lo anterior, como preámbulo, es menester señalar que la competencia es un presupuesto procesal, verificable de oficio al ser de orden público, ya que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la ejecutoria que dio origen a la jurisprudencia P./J. 21/2009, sostuvo que dicha figura jurídica, en términos comunes, alude a incumbencia y aptitud, en el ámbito jurídico se utiliza para referirse a la atribución legítima de un Juez para el conocimiento o resolución de un asunto. 
Por otra parte, contempló su definición, en donde precisó que competencia: "...es la cualidad que legitima a un órgano judicial, para conocer de un determinado asunto, con exclusión de los demás órganos judiciales de la misma rama de la jurisdicción". 
Así mismo, sostuvo el Máximo Tribunal del País, a través de la entonces Tercera Sala, que la “jurisdicción” es la potestad de que están revestidos los jueces para administrar justicia, en tanto que la “competencia” se ha definido como la facultad para conocer de ciertos asuntos. 

Así, un Juez puede tener jurisdicción y no competencia para resolver un asunto; empero, no puede suceder lo contrario; es decir, que existan órganos jurisdiccionales que tengan competencia para solucionar un conflicto, pero no tengan jurisdicción, ya que todos los jueces cuentan con ella.
Así dispone la tesis de la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 1648, Tomo XXV, registro digital: 365844, del Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, cuyo rubro y texto establecen: 
“JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. Frecuentemente se confunden estos dos conceptos, pero debe entenderse que la jurisdicción es la potestad de que se hallan revestidos los Jueces para administrar justicia, y la competencia, la facultad que tienen para conocer de ciertos negocios, ya por la naturaleza misma de las cosas, o bien por razón de las personas. La jurisdicción es el género, y la competencia la especie. Un Juez puede tener jurisdicción y no competencia, pero no al contrario. Para que tenga competencia, se requiere que el conocimiento del pleito le esté atribuido por la ley. La jurisdicción y la competencia emanan de la ley, más la competencia algunas veces también se deriva de la voluntad de las partes, lo que no sucede con la jurisdicción.”
Ahora bien, al ser la competencia el límite de la jurisdicción; es decir, es el ámbito en el cual la autoridad judicial válidamente puede ejercer sus atribuciones y facultades otorgadas por el Estado y constituye un presupuesto procesal, naturalmente de análisis preferencial a la procedencia o improcedencia de la demanda, y por ende, exige ser atendido primordialmente.
Existen cuatro criterios fundamentales para determinar la competencia, a saber: I. La materia; II. La cuantía; III. El grado; y IV. El territorio.
El criterio por materia se basa en el contenido de las normas sustantivas que regulan el litigio sometido al proceso conforme a su naturaleza jurídica. Por razón de materia se permite determinar cuándo un litigio debe ser sometido a los tribunales administrativos, fiscales, agrarios, laborales, civiles o penales, con la finalidad de lograr una mejor impartición de justicia.
Asimismo, para delimitar la competencia desde el punto de vista de la cuantía en materia civil, deriva del monto o cantidad en la que se puede estimar el valor de las prestaciones reclamadas en la demanda. 
La competencia por grado se relaciona con la división jerárquica de los órganos que desempeñan la función jurisdiccional. Ello, a fin de evitar, en lo posible, errores de hecho o de derecho, en perjuicio de los particulares, las leyes procesales establecen como una limitación de la competencia, la jerarquía entre los Jueces para que los de primer grado resuelvan los problemas planteados interviniendo directamente en las diligencias que se practican y otros jerárquicamente superiores estudian las resoluciones de los de primera instancia; 
La competencia por territorio es el ámbito espacial dentro del cual el juzgador puede ejercer válidamente su función jurisdiccional, la cual depende de la división territorial que efectúe el Estado para lograr una mejor distribución del trabajo y recursos económicos, tomando en cuenta factores geográficos, demográficos y sociales. Este ámbito recibe diferentes denominaciones como circuitos, distritos, partidos judiciales, entre otros.
Asimismo,  la incompetencia que declare tener un tribunal, puede ser determinada por la materia del juicio, por la cuantía de la reclamación, por el grado en que se encuentra la acción ejercitada, y por el territorio en el que actúan las partes. 
Las tres primeras causas de incompetencia, son de carácter absoluto, fundadas en principio de utilidad pública, y por lo tanto, lo actuado por el Juez incompetente, en cualquiera de estas tres situaciones, no puede ser válido, aun cuando las partes consientan expresamente en la validez del procedimiento.
Resulta aplicable al caso, la parte conducente de la tesis aislada emitida por la entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LIII, página mil trescientos tres, que dice:
“COMPETENCIAS, VALIDEZ DE LAS ACTUACIONES EN CASO DE. Si se comparan los preceptos de los artículos 154 y 155 del Código de Procedimientos Civiles, vigente en el Distrito Federal, con contenidos en los 168 y 169 del propio ordenamiento, se advierte que la ley no declara expresamente nulo de pleno derecho, lo actuado durante el lapso en que debió suspenderse la tramitación, hasta que uno de los jueces fuese declarado competente. La nulidad de esa actuación depende de la causa que origina la competencia y de la forma en que la haga valer la parte afectada por ella. La incompetencia de un tribunal puede ser determinada por la materia del juicio, por la cuantía de la reclamación, por el grado en que se encuentra la acción ejercitada, y por el territorio en el que actúan las partes. Las tres primeras causas de incompetencia, son de carácter absoluto, fundadas en principio de utilidad pública, y por lo tanto, lo actuado por el Juez incompetente, en cualquiera de estas tres situaciones, no puede ser válido, aun cuando las partes consientan expresamente en la validez del procedimiento. En cambio, la incompetencia fundada en motivos de carácter territorial, es relativa, y puede ser convalidada por la voluntad de los litigantes; de lo que se concluye que si un Juez pretende conocer en primera instancia de un litigio, promoviendo competencia al titular responsable no con motivo de la materia del juicio ni de la cuantía de la reclamación, ni del grado en que se encuentra ese negocio, sino simple y llanamente por razón territorial, y como resultado del desistimiento del Juez contendiente, es declarado competente el titular responsable, es claro que lo actuado en el intervalo en que debió ser suspendido el procedimiento, en espera de la resolución de la inhibitoria, no es nulo de pleno derecho, toda vez que se trata de una competencia de carácter territorial, y como el Juez requerido fue declarado competente, es indudable que en estas condiciones, las partes en el litigio, están capacitadas para aceptar expresa o tácitamente la validez de esas actuaciones.”

Dilucidado lo anterior, resulta menester observar lo establecido en el artículo 7, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, que dispone que el Tribunal es competente para conocer de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos relacionados, entre otros supuestos, con la interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal, a saber:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales;

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público;

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado;

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo;

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa;

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí;

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”

Por otra parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J.62/2015, se avocó a determinar cuál es la vía procedente para demandar sobre la interpretación y cumplimiento de contratos de obra pública y servicios relacionados con las mismas, celebrados con cargo a recursos federales, en los que intervengan entidades federativas o municipios; y al respecto estableció que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa) es el competente para conocer de esos asuntos, con independencia de que se hayan celebrado con entidades federativas o municipios, pues determinó, lo que le da la competencia a dicho Tribunal es el carácter federal de los recursos empleados y el marco normativo que rige su competencia material; dicho criterio es de rubro y texto siguiente:
 “CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA. COMPETE AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA RESOLVER SOBRE SU INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO, CUANDO LOS CELEBREN ENTIDADES FEDERATIVAS O MUNICIPIOS, CON CARGO A RECURSOS FEDERALES. De la interpretación sistemática de los artículos 14, fracciones VII, XV y XVI, y 15 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se advierte que este órgano jurisdiccional conocerá del juicio contencioso administrativo regulado en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, promovido contra resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la administración pública federal, así como de las resoluciones emitidas conforme a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y para dirimir lo concerniente a las sanciones administrativas, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; de donde se sigue que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es competente para conocer de la interpretación y el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con independencia de que los hayan celebrado entidades federativas o Municipios, en tanto que lo que da la competencia es el carácter federal de los recursos empleados y el marco normativo que rige la competencia material de ese Tribunal, la cual se ha delineado para conferirle la atribución de resolver integralmente sobre esas materias.”

Al respecto del análisis a la ejecutoria que le da sustento a dicho criterio jurisprudencial en mención, se advierte que el apelante realiza una incorrecta apreciación de la misma, de ahí lo infundado de sus alegaciones; en primer lugar, porque en la ejecutoria el Alto Tribunal precisó que los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, se pronunciaron en torno a un problema jurídico común, consistente en dilucidar qué órgano es competente para conocer de la rescisión de un contrato de obra pública celebrado con entidades federativas y un Municipio, con cargo a recursos federales, por lo que en la referida contradicción de tesis, la litis consistió en determinar: “cuál es la vía procedente para impugnar la interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas y servicios relacionados con las mismas, celebrados con cargo a recursos federales, en los que intervengan entidades federativas o Municipios.”.

En segundo lugar, porque en la referida ejecutoria se dilucidó que el entonces “Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa”, ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de la interpretación y el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con independencia de que los hayan celebrado entidades federativas o Municipios, en tanto que, lo que da la competencia es el carácter federal de los recursos empleados y el marco normativo que rige la competencia material de ese Tribunal, la cual se ha delineado para conferirle la atribución de resolver integralmente sobre esas materias.

Sin que, en dicha ejecutoria la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, haya considerado que los fondos previstos en el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal se rigen por leyes estatales; y por ende, los Tribunales Estatales tienen competencia para conocer de los contratos de obra pública que se encuentren financiados con aquellos fondos (aportaciones federales), como lo hace valer el recurrente.

Lo anterior es así, pues en la ejecutoria en mención en ningún momento se delimitó la competencia del ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con relación a contratos de obra pública con cargo a recursos federales, exceptuando aquellos con cargo a recursos provenientes de los fondos previstos en el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, por no considerarlos con ese carácter federal, además de que ello no fue materia de litis en la misma, ya que al señalar el Alto Tribunal la manifestada salvedad alegada por el apelante, lo hizo únicamente al hacer mención del desarrollo reglamentario del artículo 134 de la Constitución Federal (Fundamento de los contratos de obra pública), precisando que se encuentra “fundamentalmente” en dos ordenamientos, a saber, en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, así como en la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, ordenamientos que, en términos similares, establecen que resultan aplicables a las entidades federativas, los Municipios y los entes públicos de unas y otros, con cargo total o parcial a recursos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal, salvo aquellos fondos previstos en el capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, esto es, los concernientes a aportaciones federales.

De cuyo contenido se colige, además de que los referidos ordenamientos no son los únicos que reglamentan el precepto constitucional citado, sólo se consideró que los mismos no resultan aplicables a las entidades federativas y a los Municipios en cuanto a los Fondos de Aportaciones Federales, no así que por dicha circunstancia tales fondos no tienen carácter federal; de ahí que, no le asista la razón al recurrente, ya que el Alto Tribunal no se pronunció en ese sentido, máxime que no realizo distingo entre aquellos recursos federales.
En ese contexto, también resulta ineficaz el agravio del apelante en el sentido de que conforme a lo dispuesto en la artículo 1° fracción VI, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios, dicha norma no resulta aplicable a las aportaciones federales, pues como ya se expuso, si bien es cierto que dicha Ley no resulta aplicable a las contrataciones con cargo total o parcial a los fondos previstos en el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal; también cierto es que, dicha circunstancia no demerita el carácter federal de los referidos recursos, como más adelante se precisara.

Por lo hasta lo aquí expuesto, se puede arribar a una primera conclusión relativa a que, según lo ha establecido la Segunda Sala del alto tribunal, lo que define la competencia del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, tratándose de interpretación y cumplimiento de contratos de obra pública y servicios relacionados con las mismas, es el carácter federal de los recursos empleados para la ejecución de dichos contratos, criterio al que se encuentra vinculado este Órgano Jurisdiccional en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo
, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos.
Ahora bien, respecto de los multicitados Fondos de Aportaciones Federales, en específico el Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA), que fue el que se utilizó para el financiamiento de los contratos **********, debe establecerse que se encuentra previsto en los artículos 25, fracción II y 30, ambos de la Ley de Coordinación Fiscal; en el que además se establece, que dichos Fondos se integrarán, distribuirán, administrarán, ejercerán y supervisarán, de acuerdo a lo dispuesto en el capítulo V, relativo a de los “Fondos de Aportaciones Federales” numerales, que en lo respectivo establecen: 

CAPÍTULO V

De los Fondos de Aportaciones Federales

“Artículo 25.- Con independencia de lo establecido en los capítulos I a IV de esta Ley, respecto de la participación de los Estados, Municipios y el Distrito Federal en la recaudación federal participable, se establecen las aportaciones federales, como recursos que la Federación transfiere a las haciendas públicas de los Estados, Distrito Federal, y en su caso, de los Municipios, condicionando su gasto a la consecución y cumplimiento de los objetivos que para cada tipo de aportación establece esta Ley, para los Fondos siguientes: (…) 

II. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud; …”
“Artículo 30.- El monto del Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud se determinará cada año en el Presupuesto de Egresos de la Federación correspondiente, exclusivamente a partir de los siguientes elementos: 

I. Por el inventario de infraestructura médica y las plantillas de personal, utilizados para los cálculos de los recursos presupuestarios transferidos a las entidades federativas, con motivo de la suscripción de los Acuerdos de Coordinación para la Descentralización Integral de los Servicios de Salud respectivos, incluyendo las erogaciones que correspondan por concepto de impuestos federales y aportaciones de seguridad social; 

II. Por los recursos que con cargo a las Previsiones para Servicios Personales contenidas al efecto en el Presupuesto de Egresos de la Federación que se hayan transferido a las entidades federativas, durante el ejercicio fiscal inmediato anterior a aquel que se presupueste, para cubrir el gasto en servicios personales, incluidas las ampliaciones presupuestarias que en el transcurso de ese ejercicio se hubieren autorizado por concepto de incrementos salariales, prestaciones, así como aquellas medidas económicas que, en su caso, se requieran para integrar el ejercicio fiscal que se presupueste; 

III. Por los recursos que la Federación haya transferido a las entidades federativas, durante el ejercicio fiscal inmediato anterior a aquel que se presupueste, para cubrir el gasto de operación e inversión, excluyendo los gastos eventuales de inversión en infraestructura y equipamiento que la Federación y las entidades correspondientes convengan como no susceptibles de presupuestarse en el ejercicio siguiente y por los recursos que para iguales fines sean aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación en adición a los primeros; y 

IV. Por otros recursos que, en su caso, se destinen expresamente en el Presupuesto de Egresos de la Federación a fin de promover la equidad en los servicios de salud, mismos que serán distribuidos conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente.”
De lo anteriormente transcrito, se desprende que el Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA), son aportaciones de la Federación a las Entidades Federativas y al Distrito Federal que tienen como destino atender los gastos de los Servicios de Salud; determinándose el monto anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Federación, conforme a los siguientes criterios:
(i) Inventario de infraestructura médica y de plantillas de personal, utilizados para el cálculo de recursos transferidos a Entidades  Federativas, incluye impuestos federales y aportaciones a la seguridad social; (ii) Recursos con cargo a Previsiones para Servicios Personales transferidos a las Entidades Federativas en el ejercicio fiscal inmediato anterior; incluye ampliaciones y repercusiones para el ejercicio que se presupuesta; (iii) Los recursos que la Federación haya transferido a las Entidades Federativas, en el ejercicio fiscal inmediato anterior, para cubrir el gasto de operación e inversión, excluyendo los gastos eventuales de inversión en infraestructura y equipamiento; y (iv) otros recursos que la Federación destine para promover la equidad en los servicios de salud.

Precisado lo anterior, para determinar la naturaleza de dichos fondos, resulta necesario establecer los alcances de los conceptos de “hacienda municipal” y el “régimen de libre administración hacendaría”, contenidos en el artículo 115, fracciones II, primer párrafo y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.
Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la controversia constitucional 13/2009, estableció que la hacienda municipal se integra por los ingresos, activos y pasivos de los municipios, en tanto que el principio de libre administración hacendaría se refería al régimen que estableció el Poder Reformador de la Constitución a efecto de fortalecer la autonomía y autosuficiencia económica de los Municipios, con el fin de que éstos puedan tener libre disposición y aplicación de sus recursos y satisfacer sus necesidades, todo esto en los términos que fijen las leyes y para el cumplimiento de sus fines públicos.
Que entre el universo de elementos que conformaban la hacienda municipal, en el artículo 115, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se establecían, de manera limitativa, aquellos que estarían sujetos al régimen de libre administración hacendaría; señalando al efecto, los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como, las contribuciones y otros ingresos gomias legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:
· Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles;
· Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los municipios con las bases, montos y plazos que anualmente se determinen por las legislaturas de los Estados;

· Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.
Además, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación precisó que, existen otros elementos que, por su naturaleza, constituyen también parte de la hacienda municipal desde el momento en que entran y afectan su esfera economía como ingresos, activos o como pasivos; tal es el caso de las deudas de los municipios y los ingresos que por diferentes conceptos también pueden llegar a las arcas municipales como pueden ser, por ejemplo, las donaciones, las aportaciones federales u otros; conceptos que no se encuentran comprendidos dentro del régimen de libre administración hacendaria.

En relación a las aportaciones federales, indicó que estos son recursos que provienen de la partida federal autorizada para servicios educativos, públicos y económicos socialmente necesarios, los cuales se destinan para los Estados y Municipios, a fin de realizar una distribución más justa de la riqueza así como para coadyuvar al fortalecimiento de actividades específicas, que se transfiere mediante Convenios de Desarrollo Social celebrados con los ejecutivos locales, en los cuales se determina el monto, forma y tiempo en que deberán ser ejercidos éstos recursos (aportaciones federales); y para el caso de incumplimiento, la Federación puede suspender las ministraciones respectivas e inclusive solicitar la devolución de los citados recursos.

Para así determinar, que las aportaciones federales, aunque ingresaban a la hacienda municipal, no estaban comprendidas dentro del régimen de libre administración hacendaría, en razón de que los Municipios únicamente ejecutaban su aplicación en los rubros que previamente destinaban las autoridades federales, conforme a lo dispuesto por la Ley de Coordinación Fiscal.

Y en cuanto a su fiscalización, el Máximo Tribunal del País, sostuvo que también quedaba a cargo de autoridades federales, atento a que en el artículo 38 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación
, se establecía el Programa para la Fiscalización del Gasto Federalizado cuyo objeto era fortalecer el alcance, profundidad, calidad y seguimiento de las revisiones realizadas por la Auditoría Superior de la Federación, al ejercicio de los recursos federales que se transferían a las entidades federativas, a través de convenios de colaboración financiados por la federación con el exclusivo fin de que las entidades coadyubaran a fiscalizar los recursos que en concepto de aportaciones federales eran transferidos.

De modo que, las aportaciones federales, reguladas en el capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, son fondos de naturaleza netamente federal, que se rigen por disposiciones federales, y que corresponden a una partida que la Federación destina para coadyuvar al fortalecimiento de los Estados y Municipios en apoyo de actividades específicas; que incluso a pesar de que los recursos provenientes de las aportaciones federales pasan a formar parte del patrimonio del Estado y Municipio, éstos no quedan comprendidos dentro del régimen de libre administración, por lo que no pueden ser modificados por los Estados o los Municipios. Lo anterior tiene apoyo en las Jurisprudencias P./J. 27/2012 (9a.), P./J. 112/2005, P./J. 138/2001, P./J. 8/2000 y P./J. 9/2000, cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

“APORTACIONES FEDERALES. EL ARTÍCULO 17, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL PARA EL ESTADO DE OAXACA, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LIBRE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA HACENDARIA FEDERAL (DECRETO NÚMERO 748, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE ESA ENTIDAD EL 29 DE DICIEMBRE DE 2008). Al establecerse en el párrafo tercero del referido precepto legal la posibilidad de que los Municipios destinen hasta el 1.5% del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal, a programas de evaluación y seguimiento en la rendición de cuentas a cargo del órgano técnico de fiscalización del Congreso del Estado de Oaxaca, provoca que dicho fondo no se ajuste a los lineamientos generales que prevé la Ley de Coordinación Fiscal respecto de las aportaciones federales, esencialmente, a lo dispuesto en el artículo 49 de la citada ley y, por ende, que violente el principio de libre administración pública hacendaria federal que consagran los artículos 124 y 134, párrafos primero y quinto, en relación con el 74, fracción IV, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que, a pesar de que los recursos provenientes de las aportaciones federales pasan a formar parte del patrimonio del Municipio, éstos no quedan comprendidos dentro del régimen de libre administración municipal, toda vez que es la Federación, a través de la Ley de Coordinación Fiscal, la que autoriza su destino y aplicación, y éstos no pueden ser modificados por los Estados o los Municipios, ni siquiera con motivo de un convenio celebrado con el referido órgano técnico de fiscalización.”

“SUBSIDIOS FEDERALES PARA EL DESARROLLO SOCIAL. SON DE NATURALEZA DISTINTA A LAS APORTACIONES Y PARTICIPACIONES FEDERALES. Los subsidios federales para el desarrollo social tienen su origen en el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y están regulados en los artículos 33 y 34, fracciones II y V, de la Ley de Planeación, en los cuales se faculta al titular del Ejecutivo Federal para celebrar convenios de coordinación de acciones con los Gobiernos Estatales, a fin de que, entre otros objetivos, ambos órdenes de gobierno coadyuven a la consecución de los fines de la planeación nacional; se organicen de manera conjunta las acciones a realizar por la Federación y los Estados; se propicie la planeación del desarrollo integral de cada entidad federativa y de los Municipios y su congruencia con la planeación nacional, consecuentemente, se favorezca el desarrollo integral de las propias entidades federativas, para lo cual, en lo que atañe a los Municipios, se considerará su participación. Asimismo, los mencionados recursos son de naturaleza federal; se contemplan en la partida presupuestal federal en el "Ramo Administrativo 20 Desarrollo Social", y conforme al artículo 65 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2002, se destinan exclusivamente a la población en pobreza extrema, aunado a que la totalidad de su ejercicio deberá acordarse en los Convenios de Desarrollo Social que el Ejecutivo Federal celebre con los Gobiernos de los Estados, quienes serán responsables de la correcta aplicación de los recursos que se les asignen para ejecutar los programas, y cuando se detecten desviaciones o incumplimiento de lo convenido, después de escuchar la opinión del Gobierno Estatal, podrán suspenderse y, en su caso, solicitar su reintegro. De lo anterior se concluye que estos fondos son de naturaleza distinta a la de las participaciones federales, porque, conforme a lo establecido en los capítulos I y IV de la Ley de Coordinación Fiscal que las regulan, consisten en que tanto la Federación como los Estados pueden gravar la misma fuente, pero para evitar una doble tributación, convienen en que los montos que se obtengan sean entregados a la Federación y ésta a su vez los redistribuya con participación de ellos; también es distinta a la de las aportaciones federales, porque, conforme al capítulo V de dicha ley, consisten en fondos de naturaleza federal que corresponden a una partida de la Federación destinada a coadyuvar al fortalecimiento de los Estados y Municipios en apoyo de actividades específicas, diferentes a las que corresponden al objeto de los subsidios federales.
”

“APORTACIONES FEDERALES TRANSFERIDAS AL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y SUS MUNICIPIOS. EL DECRETO NÚMERO 68, PUBLICADO EL TREINTA DE DICIEMBRE DE DOS MIL EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE ESA ENTIDAD, EN CUANTO ADICIONÓ EL CUARTO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 81 Y EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 10, AMBOS DE LA LEY PARA LA ADMINISTRACIÓN CORRESPONDIENTE, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LIBRE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Las aportaciones federales son recursos que destinan y supervisan las autoridades federales para los Estados y los Municipios que, dada su especial naturaleza, se rigen por disposiciones federales y, por tanto, aun cuando pasan a formar parte de las haciendas estatales y municipales, no están comprendidas dentro del régimen de libre administración de estos últimos, pues es la Federación la que autoriza su destino y aplicación y, por ende, los otros niveles de gobierno no pueden disponer libremente de dichos recursos pues, por el contrario, deben sujetarse a lo dispuesto en los ordenamientos federales. Por lo tanto el cuarto párrafo del artículo 81 y el párrafo tercero del artículo 10, ambos de la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, adicionados mediante Decreto Número 68, publicado el treinta de diciembre de dos mil en el Periódico Oficial de la entidad, al prever que el Ejecutivo del Estado y los Ayuntamientos entregarán a la Contaduría Mayor de Hacienda del Congreso Local, para la realización de su función fiscalizadora en relación con los fondos de aportaciones federales, el uno punto cinco por ciento del monto total de cada uno de esos fondos, lo que será considerado como gasto indirecto para efectos de la aplicación de dichos recursos, transgreden los artículos 134, primer y cuarto párrafos, en relación con el diverso 74, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto que afectan el principio de libre administración pública hacendaria federal, pues el destino y la regulación de tales recursos son competencia exclusiva de la Federación. Lo anterior es así, con independencia de que dicha transferencia se pretenda autorizar a través de un "convenio entre las partes", ya que tales recursos son gastos predeterminados que deben aplicarse en su integridad a los fines para los cuales fueron contemplados, por lo que en forma alguna puede alterarse su destino.” 

“APORTACIONES FEDERALES. CARACTERÍSTICAS. Estos fondos son de naturaleza federal y corresponden a una partida que la Federación destina para coadyuvar al fortalecimiento de los Estados y Municipios en apoyo de actividades específicas; se prevén en el Presupuesto de Egresos de la Federación, regulándose en el capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, resultando independientes de los que se destinan a los Estados y Municipios por concepto de participaciones federales.”

“HACIENDA MUNICIPAL. LAS PARTICIPACIONES Y APORTACIONES FEDERALES FORMAN PARTE DE AQUÉLLA, PERO SÓLO LAS PRIMERAS QUEDAN COMPRENDIDAS EN EL RÉGIMEN DE LIBRE ADMINISTRACIÓN HACENDARIA. Las participaciones y aportaciones federales son recursos que ingresan a la hacienda municipal, pero únicamente las primeras quedan comprendidas dentro del régimen de libre administración hacendaria de los Municipios conforme a lo dispuesto por el artículo 115, fracción IV, inciso b), de la Constitución Federal; por su parte, las aportaciones federales no están sujetas a dicho régimen, dado que son recursos netamente federales que se rigen por disposiciones federales.” 

En efecto, bastan las anteriores exposiciones para concluir que las aportaciones federales son fondos de naturaleza netamente de ese fuero, que corresponden a una partida que la Federación destinada para coadyuvar al fortalecimiento de los Estados y Municipios en apoyo de actividades específicas, y que a pesar de que pasan a formar parte del patrimonio del Estado y Municipio, éstos no quedan comprendidos dentro del régimen de libre administración, toda vez que es la Federación, a través de la Ley de Coordinación Fiscal, la que autoriza su destino y aplicación, y éstos no pueden ser modificados por los Estados o los Municipios, ni siquiera con motivo de algún convenio; por lo que, los municipios únicamente ejecutan la aplicación de dichos recursos en los rubros previamente determinados por las disposiciones federales, cuya regulación y fiscalización se encuentra prevista en normas federales.

Por lo que, también resulta infundado el agravio donde el recurrente sostiene que los Fondos de Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA), tienen el carácter de recursos estatales, toda vez que pierden su naturaleza federal al ser transferidos a las entidades federativas, ya que éstas les corresponde la distribución, ejercicio, supervisión y control de su aplicación, y en el caso son administrados y ejercidos por Servicios de Salud de San Luis Potosí; de conformidad en la exposición de motivos de la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como en sus artículos 5°, 21, 81 y 86.

Lo anterior es así, ya que si bien la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, regula y coordina las acciones relativas al ejercicio, control y evaluación de los recursos federales del Ramo 33; ello, se realiza dentro del marco de coordinación fiscal que prevé el artículo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal, en donde se  confiere la  administración y ejercicio de las aportaciones Federales a‭
‬ los gobiernos locales conforme a sus propias leyes. Dispositivo legal que a la letra establece lo siguiente:

“Artículo 49. Las aportaciones y sus accesorios que con cargo a los Fondos a que se refiere este Capítulo reciban las entidades y, en su caso, los municipios las alcaldías de la Ciudad de México, no serán embargables, ni los gobiernos correspondientes podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarlas ni afectarlas en garantía o destinarse a mecanismos de fuente de pago, salvo por lo dispuesto en los artículos 50, 51 y 52 de esta Ley. Dichas aportaciones y sus accesorios, en ningún caso podrán destinarse a fines distintos a los expresamente previstos en los artículos 26, 29, 33, 37, 40, 42, 45, 47, así como lo dispuesto en el presente artículo de esta Ley. 
Las aportaciones federales serán administradas y ejercidas por los gobiernos de las entidades federativas y, en su caso, de los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México que las reciban, conforme a sus propias leyes en lo que no se contrapongan a la legislación federal, salvo en el caso de los recursos para el pago de servicios personales previsto en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, en el cual se observará lo dispuesto en el artículo 26 de esta Ley. En todos los casos deberán registrarlas como ingresos que deberán destinarse específicamente a los fines establecidos en los artículos citados en el párrafo anterior. 
Para efectos del entero de los Fondos de Aportaciones a que se refiere el artículo 25 de esta Ley, salvo por lo dispuesto en el artículo 52 de este capítulo, no procederán los anticipos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 7o. de la misma. 
El control, la evaluación y fiscalización del manejo de los recursos federales a que se refiere este Capítulo quedará a cargo de las siguientes autoridades, en las etapas que se indican:
I.- Desde el inicio del proceso de presupuestación, en términos de la legislación presupuestaria federal y hasta la entrega de los recursos correspondientes a las Entidades Federativas, corresponderá a la Secretaría de la Función Pública; 
II.- Recibidos los recursos de los fondos de que se trate por las Entidades Federativas, los Municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, hasta su erogación total, corresponderá a las autoridades de control y supervisión interna de los gobiernos locales. La supervisión y vigilancia no podrán implicar limitaciones ni restricciones, de cualquier índole, en la administración y ejercicio de dichos Fondos;
III. La fiscalización sobre el ejercicio de los recursos de los Fondos a que se refiere el presente Capítulo corresponde a la Auditoría Superior de la Federación en los términos de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación; 
IV. La Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, al fiscalizar la Cuenta Pública Federal que corresponda, verificará que las dependencias del Ejecutivo Federal cumplieron con las disposiciones legales y administrativas federales y, por lo que hace a la ejecución de los recursos de los Fondos a los que se refiere este capítulo, la misma se realizará en términos de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación. Para efectos de la fiscalización a que se refiere el párrafo anterior y con el objeto de fortalecer el alcance, profundidad, calidad y seguimiento de las revisiones realizadas por la Auditoría Superior de la Federación, se transferirá a ésta el 0.1 por ciento de los recursos de los fondos de aportaciones federales aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, con excepción del componente de servicios personales previsto en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo. La Secretaría deducirá el monto correspondiente de los Fondos antes referidos, y lo transferirá a la Auditoría Superior de la Federación a más tardar el último día hábil del mes de junio de cada ejercicio fiscal; 

V. El ejercicio de los recursos a que se refiere el presente capítulo deberá sujetarse a la evaluación del desempeño en términos del artículo 110 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Los resultados del ejercicio de dichos recursos deberán ser evaluados, con base en indicadores, a fin de verificar el cumplimiento de los objetivos a los que se encuentran destinados los Fondos de Aportaciones Federales conforme a la presente Ley, incluyendo, en su caso, el resultado cuando concurran recursos de la entidades federativas, municipios o demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. 
Para efectos de la evaluación a que se refiere el párrafo anterior, se transferirá hasta el 0.05 por ciento de los recursos de los fondos de aportaciones federales aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, con excepción del componente de servicios personales previsto en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, al mecanismo que para tal efecto establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
En el caso de los recursos para el pago de servicios personales previsto en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, las autoridades de control interno de los gobiernos federal y de las entidades federativas supervisarán, en el ámbito de sus respectivas competencias, el proceso de integración y pago de la nómina del personal educativo. Asimismo, la Auditoría Superior de la Federación fiscalizará la aplicación de dichos recursos. 
Cuando las autoridades de las entidades federativas, de los municipios o de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, que en el ejercicio de sus atribuciones de control y supervisión conozcan que los recursos de los Fondos no han sido aplicados a los fines que por cada Fondo se señale en la Ley, deberán hacerlo del conocimiento de la Auditoría Superior de la Federación y de la Secretaría de la Función Pública en forma inmediata. 
Por su parte, cuando la entidad de fiscalización del Poder Legislativo local, detecte que los recursos de los Fondos no se han destinado a los fines establecidos en esta Ley, deberá hacerlo del conocimiento inmediato de la Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 
Las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que incurran los servidores públicos federales o locales por el manejo o aplicación indebidos de los recursos de los Fondos a que se refiere este Capítulo, serán determinadas y sancionadas por las autoridades federales, en los términos de las leyes federales aplicables.”
De la exégesis del precepto transcrito, se colige que el control, evaluación y fiscalización del manejo de los recursos federales quedará a cargo de diversas autoridades, según las etapas en que dispone se encuentren; de modo que, lo dispuesto en la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, únicamente constituyen las disposiciones locales para el ejercicio de los recursos federales en estudio, pero ello no desnaturaliza el carácter federal de tales recursos, ni genera competencia a este Tribunal para su resolución.
Pues para tal fin, como ya se dijo, ha sido criterio reiterado del Alto Tribunal que las aportaciones federales, reguladas en el capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, se tratan de fondos de naturaleza netamente federal, que se rigen por disposiciones federales, y que incluso a pesar de que los recursos provenientes de las aportaciones federales pasan a formar parte del patrimonio de los Estados y Municipios, éstos no quedan comprendidos dentro del régimen de libre administración, por lo que no pueden ser modificados por los Estados o los Municipios.
De ahí la calificativa de los agravios en estudio, pues partiendo del hecho no debatido, que los multicitados contratos se financiaron con cargo a recursos del Fondo Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA), mismo que se encuentra previsto en el artículo 25 de la Ley de Coordinación Fiscal (Capítulo V De los Fondos de Aportaciones Federales), este Tribunal de Alzada advierte que correctamente la Primera Sala Unitaria determinó su incompetencia para conocer y resolver del asunto sometido a su potestad.

Ello es así, toda vez que como ya se precisó las aportaciones federales, reguladas en el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, se tratan de fondos de naturaleza netamente federal, que se rigen por disposiciones federales, independientemente que para ciertas cuestiones se consideren estatales o municipales (operación y administración). 
Asimismo como ya se analizó, en la jurisprudencia 2a./J. 62/2015 (10a.), se establece que la competencia que se le otorga por afinidad al Tribunal Federal de Justicia Administrativa para conocer de este tipo de controversias, dirime del carácter federal de los recursos utilizados y su propio marco normativo que rige la competencia material de ese Tribunal, la cual se ha delineado para conferirle la atribución de resolver integralmente sobre esas materias, con independencia de que los hayan celebrado entidades federativas o municipios, sin que se haya hecho distinción entre qué tipos de recursos federales son los que conocerá tal órgano jurisdiccional cuando los ejerzan las entidades federativas o los municipios, ello se entiende de esa manera.

Pensar lo contrario, ocasionaría incertidumbre jurídica a los gobernados al establecerse una competencia parcial para dicho órgano jurisdiccional federal sólo respecto de ciertos recursos federales, lo cual no se advierte de las consideraciones que sustentan la ejecutoria de la que emana dicho criterio jurisprudencial, sino todo lo contrario, se colige la completitud de la competencia en razón de los recursos federales empleados en los contratos públicos. 
Por otro lado, en relación a lo señalado por el apelante en el sentido de que en las clausulas décima segunda de los contratos **********, se estableció que se sujetarían a la jurisdicción de los Tribunales del Estado de San Luis Potosí para la interpretación y cumplimiento de los mismos; sin embargo, la jurisdicción -entendida como la potestad del Estado para dirimir controversias, depositada en tribunales federales o locales para administrar justicia- no puede prorrogarse, ni ser materia de convenio o renunciarse, porque atendiendo a la materia de la controversia -administrativa-, ni expresa ni tácitamente podía atribuirle competencia a un Juez federal o local, porque la jurisdicción como facultad originaria de los tribunales federales o locales administrativos tiene un diseño que comprende facultades que se excluyen entre sí, y no pueden ser desconocidas al resolver, en cualquier instancia, porque se trata de disposiciones de orden público en tanto que emanan de principios constitucionales que atañen a la estructura federal del Estado Mexicano, de ahí que resulte ineficaz el agravio para otorgar competencia a este Órgano Jurisdiccional.
Lo anterior encuentra sustento, en los siguientes criterios que este Tribunal comparte, del rubro y texto que dicen: 
“TRIBUNALES DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. SI LA MATERIA DE LA CONTROVERSIA CORRESPONDE AL FUERO ADMINISTRATIVO, LAS PARTES NO PUEDEN EXPRESA NI TÁCITAMENTE ATRIBUIRLE COMPETENCIA A UN JUEZ FEDERAL O LOCAL. La competencia de las autoridades jurisdiccionales deriva de las atribuciones que les son conferidas con motivo de lo dispuesto en la Constitución Federal y en las leyes que de ella emanan, así como de la ley orgánica que regula la actividad del órgano jurisdiccional respectivo, por lo que no puede quedar al arbitrio de las partes qué autoridad conocerá de las controversias por razón de la materia. Así, el artículo 104 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece los casos en los que la competencia para conocer de los asuntos en materia jurisdiccional corresponderá a los tribunales de la Federación: En materia penal, cuando se trate de delitos de orden federal; en materia civil o mercantil, en controversias que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano, cuando se afecta al interés público. Cuando se afecten intereses particulares, podrán conocer de las controversias los Jueces y tribunales del orden común, a elección del actor. En materia administrativa, también es competencia exclusiva de los tribunales de la Federación conocer de los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones definitivas de los tribunales de justicia administrativa a que se refiere el artículo 73, fracción XXIX-H, constitucional, de los cuales corresponderá conocer a los Tribunales Colegiados de Circuito. En tal sentido el precepto constitucional señalado, regula la facultad exclusiva del Congreso de la Unión para crear el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, al que le atribuye la competencia originaria para conocer de controversias de naturaleza administrativa que se susciten entre la administración pública federal y los particulares, también para imponer sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades, así como fincar a los responsables el pago de indemnizaciones y sanciones pecuniarias que derivan de los daños y perjuicios que afectan la hacienda pública federal o al patrimonio de los entes federales. Asimismo, el artículo 122, fracción VIII, constitucional establece las atribuciones del Gobierno de la Ciudad de México y, en particular, prevé que las facultades del Tribunal de Justicia Administrativa se establecerán en la Constitución Política de la Ciudad de México, las cuales se regulan en el artículo 40.2. Entonces, corresponde a los tribunales de justicia administrativa conocer de los asuntos que exceden las materias civil y mercantil, pues éstos tienen su base en la relación unilateral entre la administración pública y el particular o cuando la administración pública actúa en un plano de coordinación con el particular al contratar una obra pública o mediante la adquisición de bienes y servicios, a través de los mecanismos legales que rigen su actuación. En esa medida, cuando la obligación principal derive de un acto de naturaleza mercantil y que solamente afecte intereses de particulares, las partes, para el caso de controversia, pueden someterse a la jurisdicción de los tribunales de un determinado lugar, ya sean federales o del fuero común, a través del pacto de sumisión, en el que los interesados manifiestan su voluntad en forma expresa, para que los tribunales de un determinado lugar sean competentes para conocer de un litigio futuro o presente. La sumisión expresa se encuentra limitada a que la designación de tribunales competentes sea únicamente a los del domicilio de alguna de las partes, los del lugar del cumplimiento de alguna de las obligaciones contraídas, o los del lugar de ubicación de la cosa. Ahora bien, en términos del artículo 1093 del Código de Comercio, ni por sumisión expresa ni por tácita, se puede prorrogar jurisdicción, sino al Juez que la tenga del mismo género que la que se prorroga, es decir, a uno competente para conocer de las contiendas de naturaleza mercantil. Por tanto, si la materia de la controversia corresponde al fuero administrativo, las partes ni expresa ni tácitamente pueden atribuirle competencia a un Juez federal o local, porque la jurisdicción como facultad originaria de los tribunales federales o locales administrativos tiene un diseño que comprende facultades que se excluyen entre sí, y no pueden ser desconocidas al resolver, en cualquier instancia, porque se trata de disposiciones de orden público en tanto que emanan de principios constitucionales que atañen a la estructura federal del Estado Mexicano.”

“JURISDICCION. NO ESTA SUJETA A LA VOLUNTAD DE LOS PARTICULARES. La jurisdicción no puede prorrogarse, ser materia de convenio o renunciarse, porque es un atributo de la soberanía y se determina por motivos de orden constitucional, políticos, internacionales o económicos de gran importancia; por tanto, nunca es producto de la voluntad de los particulares, sino que dimana directamente de la ley por ser un atributo de la soberanía. Por ello, los particulares no están facultados para dar jurisdicción a un juez civil del fuero común, a fin de que conozca de una controversia que cae dentro de una rama diferente de su jurisdicción.”

Asimismo, es infundado el agravio donde el apelante se duele de que la Sala de origen, fue omisa en remitir el expediente al Tribunal que estimó competente, lo cual dice, viola sus derechos de acceso a la justicia, recurso efectivo y tutela judicial efectivo, al trasladarle la carga procesal para determinar qué autoridad es competente para conocer respecto de su pretensión y apoya en el criterio aislado de rubro: “ACCESO A LA JUSTICIA. SUPUESTO EN QUE LA CARGA PROCESAL DE PRESENTAR UNA DEMANDA ANTE AUTORIDAD COMPETENTE SE CONSTITUYE EN UN OBSTÁCULO QUE VACÍA DE CONTENIDO ESE DERECHO FUNDAMENTAL”.

Lo anterior es así, toda vez que ante la declaratoria de incompetencia, este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, no se encuentra obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente, dado que ello, contrario a lo que expone el recurrente, no implica vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el Tribunal competente, determinación que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 21/2018 (10a.) emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, criterio al que sí se encuentra vinculado este Órgano Jurisdiccional en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, de rubro y texto siguiente:
“IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO. Conforme al artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es improcedente el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa contra actos que no le competa conocer a dicho Tribunal; de modo que si se demanda algún acto ajeno a su competencia material prevista en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica que lo rige, la consecuencia necesaria, cuando la demanda respectiva se hubiere admitido, es que deba sobreseerse en el juicio, con apoyo en la fracción II del artículo 9o. del primer ordenamiento citado, acorde con la cual, procede el sobreseimiento cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 8o. mencionado. Ahora bien, como ninguno de estos preceptos, ni alguno otro de la propia ley, disponen que al actualizarse la improcedencia –y el consecuente sobreseimiento en el juicio– también deba precisarse en la propia resolución cuál es, en su caso, la diversa autoridad a quien compete el conocimiento del asunto, se concluye que en estos supuestos el legislador estableció una causal sustentada en la improcedencia de la vía y, por ello, no existe obligación legal del Tribunal de señalar a qué otra autoridad han de remitirse los autos, ni debe esperar a que ésta decida si acepta o no la competencia, y menos aún condicionar la improcedencia del juicio hasta que se decida un posible conflicto competencial entablado con el órgano al que se le declinó competencia, a fin de que hasta este último momento se decrete la firmeza del sobreseimiento. En efecto, no deben confundirse las figuras jurídicas de la incompetencia y de la improcedencia de la vía, pues mientras la primera implica la apertura de un procedimiento para determinar qué órgano jurisdiccional se hará cargo de la demanda, ya sea porque una autoridad decline su conocimiento, o bien, pida a otra que se inhiba de ello; la segunda exclusivamente conlleva la determinación unilateral de rechazar la demanda porque ante quien se presentó carece de atribuciones para conocer de las pretensiones del actor, quedando a salvo sus derechos para hacerlos valer ante la autoridad que elija como la competente. En consecuencia, como la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no dispone expresamente la apertura de un trámite competencial cuando se estime que el juicio es improcedente, porque el acto cuya nulidad se demandó no le compete conocerlo al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante esta clara improcedencia de la vía, cuando la demanda hubiere sido admitida, dicho órgano jurisdiccional debe limitarse a sobreseer en el juicio, pues al carecer de facultades expresas para la apertura de un trámite competencial, hecha excepción de los conflictos originados al seno del propio Tribunal por razón de territorio, tampoco debe actuar en un sentido no autorizado por la ley, si se toma en cuenta que conforme al principio de legalidad sólo puede hacer lo que ésta le permite y, además, con ese proceder tampoco se restringen las defensas del actor, al contar con medios de impugnación a su alcance para combatir el sobreseimiento referido.

Además, sirve de apoyo a lo anterior por su espíritu, la Jurisprudencia PC.II.A. J/8 A (10ª), que a la letra dice:

“INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA DECLARACIÓN RELATIVA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/1 A (10a.)].- Una nueva reflexión, guiada por la jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito a sustituir el contenido en la jurisprudencia PC.II.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR LA INCOMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO PARA CONOCER DEL ACTO IMPUGNADO. PROCEDE QUE ORDENE LA REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME COMPETENTE.", a fin de sostener que cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, debe declarar la improcedencia del juicio y decretar el sobreseimiento en términos de los artículos 267, fracción I, y 268, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuesto y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.

No obstante lo anterior, cabe precisar que están a salvo los derechos de la persona moral actora ********** para que, si lo estima, los haga valer ante la autoridad jurisdiccional competente, pues lo aquí determinado, no coarta a la parte accionante el derecho de hacer valer su acción, instruyéndose a la Primera Sala Unitaria proceda dejar a disposición de la persona moral actora, los documentos que estime pertinentes para hacer valer sus pretensiones en la instancia correspondiente. 

Por último, esta Sala Superior, invoca como hecho notorio
 al tenerse a la vista en el sistema de control electrónico de expedientes jurisdiccionales (SICEEJURIS) de este Tribunal, la ejecutoria dictada el diez de marzo de dos mil veintidós en el amparo directo administrativo **********/2021, del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, derivado del juicio contencioso administrativo **********/2021/1 de la Primera Sala de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el que dicho Órgano Federal resolvió sustancialmente, que las aportaciones federales son fondos de naturaleza netamente federal, que a pesar de que ingresan a la hacienda municipal, no forman parte de su régimen de libre administración hacendaria, y, los municipios únicamente ejecutan la aplicación de dichos recursos en los rubros previamente determinados por las disposiciones federales, cuya regulación y fiscalización se encuentra prevista en normas federales; por lo que, cuando se ejecutan obras con cargo a dichos recursos, se rigen por disposiciones federales, y consecuentemente no corresponde conocer al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, respecto de la interpretación y cumplimiento de esos contratos administrativos. 
Sin que pase desapercibido para esta Sala Superior que se encuentra en trámite la contradicción de criterios **********/2022 PL 9° CTO. CA., formada con motivo de la denuncia planteada por este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, entre los criterios sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, al fallar el amparo directo administrativo **********/2021 y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito al resolver el amparo en revisión administrativa **********/2021, consistente en fijar el criterio que se debe de adoptar en determinar la naturaleza jurídica (federal o estatal) de los recursos federales provenientes de “Aportaciones del Ramo 33”, que son traspasados a autoridades locales del Estado de San Luis Potosí, a fin de establecer la competencia en materia jurisdiccional administrativa para conocer de los juicios en los que la controversia involucre dichos recursos. 

Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la parte recurrente, mismos que resultaron ser infundados, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de once de enero de dos mil veintitrés, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2021/1 y su acumulado **********/2021/1.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE

ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de once de enero de dos mil veintitrés, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2021/1 y su acumulado **********/2021/1, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución; con la precisión de que se instruye a la Primera Sala Unitaria proceda dejar a disposición de la persona moral actora, los documentos que estime pertinentes para hacer valer sus pretensiones en la instancia correspondiente. 

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal la parte moral actora ********** y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. RÚBRICAS.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Fojas 18-21 del Toca.





�Foja 51 y 52 del Toca.





� Foja 53 del toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Fojas 68-70 de los autos del juicio de origen.





� Según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 1169 del expediente de origen.





�“ARTÍCULO 43. …


Las notificaciones que se hagan por lista surtirán sus efectos el día hábil siguiente al de la fijación de la misma.”





� � HYPERLINK "https://www.inegi.org.mx/temas/uma/" �https://www.inegi.org.mx/temas/uma/�


� Fojas 68-70 del expediente de origen.





� Fojas 95-96 del expediente de origen 





� Fojas 119 y 120 del expediente de origen 





� Foja 170 del expediente de origen 





� Fojas 299-301 del expediente de origen 





� Fojas 333-336 del expediente de origen 





� Foja 1154 del expediente de origen.





� Fojas 1158-1166 del expediente de origen.





� “ARTICULO 5o. Las aportaciones federales a que se refiere el artículo anterior, para efectos de su administración, asignación, distribución, ejercicio y comprobación en su caso, así como para la supervisión y el control de su correcta aplicación, tendrán el carácter de recursos estatales y respecto de los Fondos que administran los ayuntamientos tendrán el carácter de municipales.


ARTICULO 21. Para la administración del Fondo Estatal para los Servicios de Salud, la Dirección General de Servicios de Salud del Estado ejercerá las atribuciones que le confieren su decreto de creación como Organismo Público Descentralizado del Estado, las Leyes General y Estatal de Salud, el Acuerdo de Coordinación celebrado entre la Federación y el Ejecutivo del Estado publicado en el Periódico Oficial del Estado el 21 de julio de 1998 y las demás disposiciones aplicables.


ARTICULO 81. Recibidos los recursos de los Fondos Estatales y Municipales por el Estado y los Municipios, respectivamente, y hasta su erogación total, efectuarán el seguimiento, supervisión y control del ejercicio de los mismos, la Contraloría General del Estado por lo que hace a los Fondos Estatales, y respecto a los Fondos que administran directamente los ayuntamientos, los órganos de control y supervisión internos de los municipios, en donde estén constituidos.


La supervisión y vigilancia no podrá implicar limitaciones, ni restricciones de cualquier índole, en la administración y ejercicio de dichos Fondos.


La revisión y fiscalización de las cuentas públicas del Estado y de los municipios, serán efectuadas por la Auditoria superior del Estado, de conformidad a las disposiciones legales aplicables, a efecto de verificar que las dependencias del Ejecutivo del Estado y de los municipios, respectivamente, aplicaron los recursos de los Fondos Estatales y Municipales para los fines previstos en esta Ley.


ARTÍCULO 86. Las infracciones a las disposiciones de esta Ley y a su normatividad se sancionarán, en el ámbito de su competencia, por la Contraloría General del Estado, el Órgano de Control y Supervisión Interno de los gobiernos municipales donde esté constituido, y por el Congreso del Estado, de conformidad con la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, y demás ordenamientos aplicables.


Las autoridades estatales y municipales que incurran en responsabilidades administrativas, civiles o penales como consecuencia de la desviación de los recursos a que se refiere esta Ley, serán sancionadas en términos de la legislación aplicable.





� ARTICULO 2º.—Los Servicios de Salud de San Luis Potosí, tendrán por objeto prestar Servicios de Salud a Población Abierta en el Estado en cumplimiento de lo dispuesto por las Leyes General y Estatal de Salud por el Acuerdo de Coordinación, para lo cual tendrá las siguientes funciones: …


XI.—Administrar los recursos que le sean asignados, así como las aportaciones que reciba de otras personas e instituciones; y …”


“ARTICULO 4º.—El organismo descentralizado administrara su patrimonio con sujeción a las disposiciones legales aplicables y los destinara al cumplimiento de su objeto, de conformidad con lo establecido en el Acuerdo de Coordinación.” 





�“Artículo 1. La presente Ley es de orden público y tiene por objeto reglamentar la aplicación del artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de las adquisiciones, arrendamientos de bienes muebles y prestación de servicios de cualquier naturaleza, que realicen: …


VI. Las entidades federativas, los municipios y los entes públicos de unas y otros, con cargo total o parcial a recursos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal. No quedan comprendidos para la aplicación de la presente Ley los fondos previstos en el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal. …”





�“ARTICULO 8o. El ejercicio de los Fondos a que se refiere el artículo anterior se realizará en su caso, de conformidad a los lineamientos que en materia de ejecución señale la Ley de Obras Públicas del Estado y la Ley de Adquisiciones del Estado; observando y aplicando las disposiciones legales estatales que correspondan a cada Fondo.”


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 





� fojas 271 a la 275 del expediente de origen.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2009252 Instancia: Segunda Sala Décima Época Materias(s): Administrativa, Constitucional Tesis: 2a./J. 62/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 18, Mayo de 2015, Tomo II , página 1454 Tipo: Jurisprudencia


� “Artículo 217. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación será obligatoria para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas, con excepción de la propia Suprema Corte.


La jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación será obligatoria para sus


Salas, pero no lo será la de ellas para el Pleno. Ninguna sala estará obligada a seguir la jurisprudencia dela otra. 


La jurisprudencia que establezcan los plenos regionales es obligatoria para todas las autoridades


jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas de su región, salvo para la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los plenos regionales.


La jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados de circuito es obligatoria para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas de su circuito, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los plenos regionales y los tribunales colegiados de circuito.”


� “Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: […]


II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley [...]


IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso: 


a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles. Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones. 


b) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los Municipios con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente se determinen por las Legislaturas de los Estados.


c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. 


Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 


Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. 


Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución. 


Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley; […]”


� “Artículo 38.- La Auditoría Superior de la Federación informará a la Cámara, por conducto de la Comisión, del estado que guarda la solventación de observaciones a las entidades fiscalizadas, respecto a cada uno de los Informes individuales que se deriven de las funciones de fiscalización. Para tal efecto, el reporte a que se refiere este artículo será semestral y deberá ser presentado a más tardar los días primero de los meses de mayo y noviembre de cada año, con los datos disponibles al cierre del primer y tercer trimestres del año, respectivamente. El informe semestral se elaborará con base en los formatos que al efecto establezca la Comisión e incluirá invariablemente los montos efectivamente resarcidos a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales, derivados de la fiscalización de la Cuenta Pública y en un apartado especial, la atención a las recomendaciones, así como el estado que guarden las denuncias penales presentadas y los procedimientos de responsabilidad administrativa promovidos en términos de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y esta Ley. Asimismo deberá publicarse en la página de Internet de la Auditoría Superior de la Federación en la misma fecha en que sea presentado en formato de datos abiertos conforme a lo establecido en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y se mantendrá de manera permanente en la página en Internet. En dicho informe, la Auditoría Superior de la Federación dará a conocer el seguimiento específico de las promociones de los informes de presunta responsabilidad administrativa, a fin de identificar a la fecha del informe las estadísticas sobre dichas promociones identificando también las sanciones que al efecto hayan procedido. Respecto de los pliegos de observaciones, en dicho informe se dará a conocer el número de pliegos emitidos, su estatus procesal y las causas que los motivaron. En cuanto a las denuncias penales formuladas ante la Fiscalía Especializada o las autoridades competentes, en dicho informe la Auditoría Superior de la Federación dará a conocer la información actualizada sobre la situación que guardan las denuncias penales, el número de denuncias presentadas, las causas que las motivaron, las razones sobre su procedencia o improcedencia así como, en su caso, la pena impuesta.”


� Registro digital: 159945 Instancia: Pleno Décima Época Materias(s): Constitucional, Administrativa Tesis: P./J. 27/2012 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 1, página 53 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 177140 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Constitucional Tesis: P./J. 112/2005 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Septiembre de 2005, página 1160 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 188035 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Constitucional Tesis: P./J. 138/2001 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Enero de 2002, página 915 Tipo: Jurisprudencia





� Registro digital: 192328 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Constitucional Tesis: P./J. 8/2000 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI, Febrero de 2000, página 509 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 192327 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Constitucional Tesis: P./J. 9/2000 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI, Febrero de 2000, página 514 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 2020394 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa, Común Tesis: I.15o.C.8 K (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, Agosto de 2019, Tomo IV, página 4676 Tipo: Aislada





�Registro digital: 220197 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Octava Época Materias(s): Civil Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo IX, Marzo de 1992, página 231 Tipo: Aislada





� Registro digital: 2017811 Instancia: Pleno Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: P./J. 21/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo I, página 271 Tipo: Jurisprudencia


� número de Registro 2012548, localizable en la Décima Época, Instancia Plenos de Circuito, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III, Tesis PC.II.A. J/8 A (10ª), página 2282.





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 174899 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Común Tesis: P./J. 74/2006 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Junio de 2006, página 963 Tipo: Jurisprudencia “HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO. Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles los tribunales pueden invocar hechos notorios aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. Por hechos notorios deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se consideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo que toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; y desde el punto de vista jurídico, hecho notorio es cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; de manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el procedimiento.”


� “ARTÍCULO 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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